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POUVOIRS, núm. 45, 1988.

FRANCOIS MITTERRAND: Sur les institutions, pp. 131-139.

Las páginas a que se refiere esta noticia recogen la opinión del presidente
de la República Francesa, FRANCOIS MITTERRAND, en torno a distintos aspectos
de la problemática institucional francesa.

En primer lugar, se enjuician los hechos y realizaciones más significativos de
los cinco primeros años de su mandato. A continuación se valora el desarrollo
de las instituciones a partir de la victoria de JACQUES CHIRAC, en marzo de 1986.
De entre los temas tratados pueden destacarse los siguientes: la secuela que for-
zosamente ha de derivarse de la cohabitación o coexistencia constitucional, la
revalorización del Parlamento o la evolución positiva experimentada por el Con-
sejo Constitucional.

Finalmente, FRANCOIS MITTERRAND se refiere a las deudas que quedan pen-
dientes. Señala como retos a cumplir en un futuro próximo una serie de puntos.
Cabe citar, por ejemplo, su deseo de contar con unas instituciones representati-
vas más eficaces; con una justicia más accesible a los ciudadanos, más rápida,
menos cara e independiente de las presiones del poder político; con un Estado y
una Administración más ágiles; con una vida política más transparente, etc. Por
encima de todo, se muestra partidiario de que la igualdad de oportunidades siga
inspirando las distintas realizaciones.

CEORGES VEDEL: Le Conseil Constitutionnel, gardien du droit positif ou défen-
seur de la trascendance des droits de l'homme, pp. 149-159.

Esta institución tiene como finalidad el control de la constitucionalidad de
las leyes, es decir, su conformidad o su no conformidad a las normas constitu-
cionales que definen y garantizan los derechos individuales o sociales y las li-
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bertades públicas. Desde un punto de vista jurídico y sociológico, el Consejo
se apoya en un razonamiento dualista, cuyo contenido es contradictorio.

La contradicción es total, si bien necesaria y altamente significativa. Por un
lado, la lógica del derecho positivo permite —de acuerdo con el procedimiento
adecuado (la revisión constitucional)— elaborar con plena libertad el capítulo
de los derechos del hombre. Por otro, la lógica del derecho natural, absoluto,
trascendente, prohibe alterar lo ya escrito con anterioridad.

En este contexto, y en lo que atañe a las libertades y derechos fundamentales,
el juez constitucional no debe ser considerado como guardián incondicional
—contra viento y marea del derecho positivo, incluso constitucional— de un
derecho natural considerado, si no perenne, al menos irreversible. Si así fuera,
nos encontraríamos ante un incumplimiento del pacto que le confirió su poder
y, por tanto, ante una usurpación de peligrosas consecuencias, pues progresiva-
mente su subjetividad le llevaría a considerar los valores en los que cree perso-
nalmente, como oponibles a cualquier otra formulación.

No está de más insistir en que el razonamiento de lógica jurídica que le con-
fiere el poder está íntimamente ligado a otro razonamiento, el de la trascen-
dencia, del que él no es ni dueño ni guardián, sino simplemente el beneficiario.
En definitiva, el juez constitucional se encuentra en la encrucijada de la lógica
y de la fe. La lógica del derecho positivo, que, al delimitar su poder, le preserva
de la usurpación, y la fe, que le hace confiar en que el hombre es incapaz de
destruirse a sí mismo.—G. A. B.

REVUE DU DROIT PUBLIC, núm. 6, 1987.

PHILIPPE TERNEYRE: Les adaptations aux circunstances du principe de consti-
tutionalité. Contribution du Conseil Constitutionnel á un Droit Constitutionnel
de la nécessité, pp. 1489-1515.

Dentro de la corriente doctrinal de la judicial review que defiende la aplica-
ción de la Constitución por los tribunales competentes con una flexibilidad in-
compatible con la literalidad del texto, el profesor TERNEYRE se muestra de acuer-
do con la reciente jurisprudencia del Consejo Constitucional francés que ha dado
lugar a la teoría del Derecho constitucional de la necesidad, según la cual el
legislador ha actuado conforme a la Constitución cuando, dadas unas circuns-
tancias extraordinarias y con la finalidad de resolver un problema específico,
ha limitado las libertades públicas y no se han observado algunos procedimien-
tos constitucionales. Es más, también en circunstancias no excepcionales, si la
situación a resolver es anormal, el Parlamento puede actuar de semejante modo.

La base doctrinal de la nueva teoría está en el principio según el cual el De-
recho no existe para sí mismo y su aplicación nunca se ha de tomar contra la
sociedad a la que ha de servir; pero para evitar que la discrecionalidad se con-
vierta en arbitrariedad es necesario el control del Consejo Constitucional.—/. S. G.
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Núm. 1, 1988.

PATRICK AUVRET: La responsab'úité du Che} de l'État sous la Vc République,
pp. 77-117.

Los actos del presidente de la República efectuados en el ejercicio de sus
funciones están avalados por el principio de irresponsabilidad, ya se trate por
estar refrendados por la autoridad correspondiente, que es el caso más frecuen-
te, o sin refrendo, como la disolución de la Asamblea Nacional.

Como excepción al referido principio, el artículo 68 de la Constitución
francesa de 1958 establece la responsabilidad del Jefe del Estado para el supues-
to de alta traición, pero en unos términos tan abstractos que prácticamente sería
imposible su aplicación.

Tampoco considera el autor de gran eficacia el control parlamentario ni la
postura del electorado ante una reelección, por lo que propone como solución
una reforma constitucional en la que, además de establecerse una clara distin-
ción entre la responsabilidad política y penal, se determine con toda precisión el
contenido de esta última, se arbitren los procedimientos especiales para exigir
una y otra, con la particularidad de que la responsabilidad penal habría de con-
llevar en todo caso la pérdida de los derechos y honores que corresponden a los
ex presidentes de la República.

jEAN-FRANgois FLAUSS: L'Australia Act 1986, pp. 119-133.

La aplicación del Estatuto de Westminster de 1931 en Australia había obli-
gado a este país, como a otros de la Commonwealth, a mantener cierto tipo de
dependencia constitucional del Reino Unido, a pesar de su independencia como
Estado.

Con la aprobación de la Australia Act de 1986 el status de la Federación Aus-
traliana como nación soberana, independiente y federativa adquiere su plenitud.

En materia legislativa se suprime toda competencia del Parlamento británico
para aprobar leyes susceptibles de ser aplicadas en Australia y al mismo tiempo
se otorgan a los Estados federados las máximas atribuciones legislativas dentro
del respeto al ordenamiento constitucional.

También se suprime cualquier tipo de recurso que de forma residual se pu-
diera plantear ante el Prívate Council, confirmándose así al Tribunal Supremo
Federal como cúspide del Poder Judicial.

Por último, el poder ejecutivo que en nombre de la Corona británica ejercía
el gobernador general, se atribuye a los gobernadores de los Estados, sin per-
juicio de las competencias del Gobierno central.

Sin embargo, el autor cree que esta ley no significa más que un lavado cons-
titucional, ya que la naturaleza del constitucionalismo australiano prácticamente
no se ha visto afectada, por lo que hay que esperar a junio de 1988, fecha en
que la Comisión Constitucional encargada de elaborar un proyecto de revisión
de la Constitución hará público el mismo, siendo lógico que el proceder de la
mayoría laboralista relance el federalismo republicano y renovado.
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FRANCOIS COLLY: Le Conseil Constitutionnel et le droit de propriété, pp. 135-197.

La concepción social de la propiedad privada del Welfare State, que en no
pocos casos ha llevado consigo la nacionalización de la misma, ha dado lugar a
una serie de resoluciones del Consejo Constitucional en las que, a partir de 1960,
se ha fijado la protección del derecho de propiedad en los siguientes términos:

Se reconoce pleno valor constitucional a la propiedad, cuyo fundamento se
encuentra en la Declaración de los Derechos del Hombre de 1789 al afirmar que
se trata de un derecho «inviolable, sagrado, natural e imprescriptible», puesto
que tal Declaración tiene vigencia y rango constitucional. Pero también reconoce
el Consejo la propiedad pública del Estado u otros entes, al dar una interpreta-
ción extensiva a la referida Declaración.

•En cuanto al régimen de protección, el artículo 34 de la Constitución de
1958 establece la reserva de ley tanto para las nacionalizaciones como para la
privatización de empresas del sector público.

En ambos casos, se establecen como garantías la indemnización y un proce-
dimiento legal que proporcione la oportuna información, reclamación y, si fuere
preciso, el recurso ante la jurisdicción ordinaria.—/. S. G.

RIVISTA TRIMESTRALE DI DIRITTO PUBBLICO, núm. 3, 1987.

ALESSANDRO PACE: La radiotelevisione in Italia, con particolare aguardo alia
emittenza privata, pp. 615-657.

La lectura de este artículo despierta un gran interés no sólo porque puede
ilustrar la aplicación de la televisión privada en España, recientemente regula-
da, sino también porque contiene toda la historia de la radiotelevisión en Italia,
que ha pasado por una serie de etapas contradictorias que aún pueden prolon-
garse.

Estas contradicciones tienen su origen en el intento de compatibilizar el ar-
tículo 21 de la Constitución, que establece la libertad de expresión de palabra,
por escrito y por cualquier medio de difusión, con el artículo 43, que permite la
explotación de servicios públicos esenciales en régimen de monopolio a entes
públicos o privados.

Desde 1960 se han producido una serie de sentencias de la Corte Constitu-
cional en las que se ha puesto de manifiesto la casuística a que ha dado lugar
la legislación sobre esta materia, pues coexisten normas vigentes y aplicadas
con otras que, aunque vigentes, no se aplican por la Administración e incluso nor-
mas de dudosa constitucionalidad.

El autor concluye que el futuro del sistema radiotelevisivo italiano no está en
manos del Parlamento ni del Gobierno, sino de las fuerzas económicas, a las
que están subordinados los intereses de los partidos políticos y de los jueces, que
han de resolver los conflictos basándose en una normativa incoherente.—/. S. G.
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DIR1TTO E SOCIETÁ, núm. 3, 1987.

NICOLA OCCHIOCUPO: Prójili essenziali del «progetto» di «Societá e Stato» deli-
néalo nella Costituzione republicana, pp. 345-364.

La Constitución italiana de 1947 es un instrumento jurídico en el que, hace
cuarenta años, se diseño una Sociedad y un Estado en los que el hombre, consi-
derado en sus diversas facetas, individual y colectivamente, es el centro del
proyecto.

Este programa político ha sido confirmado posteriormente como esencial-
mente humanista no sólo por la Iglesia católica a través de la doctrina del Con-
cilio Vaticano II y de las Encíclicas de los últimos Papas, sino también por la
Comunidad Internacional en los más destacados Tratados y Acuerdos, entre los
que cabe citar la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, los Pactos
internacionales de Derechos Políticos y Sociales y el Acta final de Helsinki.

Sin embargo, los italianos no valoran los méritos de su Ley Fundamental
debido a la escasa formación política de que adolecen, por lo que el autor pone
como ejemplo al pueblo norteamericano, que conoce y admira su bicentenaria
Constitución.—/. S. G.

GIURISPRUDENZA COSTITUZIONALE, núm. 4, 1987.

MASSIMO LUCIANI: / jatti e la Corte. Sugli accertamenti istruttori del Giudice
Coslituzionale nei giudici sulla leggi, pp. 1045-1071.

Puesto que la Corte Constitucional es un tribunal, aunque sui generis, no
hay que sorprenderse de que, al igual que los jueces y tribunales ordinarios, ten-
ga atribuciones para exigir la práctica de procedimientos de instrucción; este pa-
ralelismo, que para el autor es de sentido común, está corroborado por el artícu-
lo 13 de la Ley número 87 de 1953 y por otras disposiciones.

La mayor parte de este trabajo está dedicada a exponer las razones que justi-
fican la utilización de los actos de instrucción, entre los que cabe destacar la
importancia de ciertas averiguaciones en los procesos sobre los vicios de forma-
ción de los actos impugnados, la línea seguida por la Administración en sus ac-
tuaciones al aplicar una norma recurrida ante la Corte, etc.

En la conclusión final afirma el profesor LUCIANI que, a pesar de la legitimi-
dad constitucional para este tipo de procedimientos, su aplicación ha sido más
bien modesta.—/. S. G.
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HUMAN RIGHTS LAW JOURNAL, vol. 8, 1987.

NIGEL FOSTER: The European Court of Justice and The European Convention
fór the Protecüon of Human Rights, pp. 245-272.

El artículo realiza un estudio de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia
Europeo y de la influencia que ha ejercido en la misma el Convenio Europeo
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.

Los tratados comunitarios no contemplan en su articulado ninguna declara-
ción de libertades y derechos. La plasmación de tales derechos se ha manifesta-
tado a través de la jurisprudencia del Tribunal, cuyo análisis lleva al autor a
reflexionar en torno a los derechos admitidos por el Tribunal y en torno a la
base jurídica que sirve de fundamento a las disposiciones del Convenio.

A pesar de que, en distintas ocasiones, el Tribunal se ha manifestado a favor
de que el Convenio y otros tratados internacionles sirvan de orientación al De-
recho comunitario, es preciso señalar que esto apenas ha tenido repercusión en
la práctica. La referencia creciente del Tribunal al Convenio podría conducir a
engaño y dar la impresión de que la jurisprudencia ha estado realizando nota-
bles progresos en el campo de los derechos fundamentales, dentro del ámbito
comunitario. Del análisis de la misma se desprende, sin embargo, que tal obser-
vación es falsa y que la dependencia del Tribunal con respecto al Convenio ha
sido mínima.

En conclusión, el papel desempeñado por el Convenio en el marco comuni-
tario es, en el mejor de los casos, el de mero respaldo de los principios de dere-
cho que recoge la tradición constitucional de los Estados miembros.

Para lograr que los individuos de la Comunidad dispongan de los derechos
necesarios para protegerse frente a los actos de las instituciones resulta funda-
mental, en definitiva, que el Convenio Europeo para la Protección de los Dere-
chos Humanos y de las Libertades Fundamentales sea justamente valorado o
bien que la Comisión proceda a elaborar su propia declaración de derechos.
Este es, en opinión del autor, el camino más eficaz para lograr una protección
similar a la que caracteriza a los Estados miembros y que se canaliza a través
de los derechos constitucionales y del propio Convenio.

ALEJANDRO M. GARRO y HENRY DAHL: Legal accountability for human rights
violations in Argentina, one step forward and two steps backward, pp. 283-344.

Con objeto de situar en el debido contexto el proceso a que fueron some-
tidos antiguos jefes militares a causa de las numerosas violaciones de derechos
humanos cometidas en Argentina, el autor se refiere, en primer lugar, a los pre-
cedentes de la llamada «guerra sucia» (el terrorismo de los años setenta), para
pasar a continuación a describir los pasos legales que desembocaron en el juicio
de los principales inculpados. Analiza asimismo la postura del Tribunal Fede-
ral que les condenó y su posterior cambio de orientación al condonar las actua-
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ciones de un número considerable de militares, lo cual supuso en la práctica
la amnistía para la mayoría de los culpables de la «guerra sucia».

Argentina inició, coincidiendo con la subida al poder del presidente Alfonsín
en diciembre de 1983, un proceso histórico para determinar la responsabilidad
legal de los jefes militares. Dos años más tarde, en diciembre de 1985, fueron
condenados, tras un juicio que puede ser considerado único en la historia mo-
derna de América Latina. En diciembre de 1986, el Tribunal Supremo ratificó
estas condenas.

A pesar del respaldo popular con que contó el juicio de los implicados
en la represión militar, el presidente Alfonsín se vio obligado en dos ocasiones
a limitar la autonomía de la Justicia federal para procesar y condenar a aque-
llos considerados culpables de desapariciones, torturas y muertes.

Si el juicio de los responsables de la «guerra sucia» supuso un paso adelante
en la prevención de futuras violaciones de derechos humanos, las leyes de «punto
final» (diciembre de 1986) y de «obediencia debida» (junio de 1987) significaron
un paso atrás. Su promulgación, resultante de la presión militar, interrumpió la
persecución de los delitos cometidos, dejando muchas cuestiones jurídicas y po-
líticas sin resolver.

La experiencia argentina demostró, en definitiva, la imposibilidad de avanzar
en el proceso sin que el malestar militar desembocase en rebelión. Puso tam-
bién de manifiesto la dificultad de un Gobierno democrático —a pesar de con-
tar con respaldo popular e internacional— para hacer frente a la amenaza cons-
tante de las Fuerzas Armadas a las que pretende someter.

El tema crucial que se plantea es el de conocer hasta qué punto la indaga-
ción de la verdad y de la justicia puede ser compatible con los objetivos de re-
conciliación nacional y consolidación democrática.—G. A. B.

SOUTHERN CALIFORNIA LAW REV1EW, núm. 1, vol. 61, 1987.

TONI M. MASSARO: Signijicant Silences: Freedom of Speech in the Public Sector
Workplace, pp. 3-77.

El artículo analiza el enfoque del Tribunal Supremo de Estados Unidos en lo
tocante a la libertad de expresión de los empleados públicos (public employees).

A la vista de la Primera Enmienda, los trabajadores al servicio de la Admi-
nistración pública podrían interpretar que la protección a la que se hace referen-
cia puede aplicarse a cualquier asunto laboral. La revisión jurisprudencial de los
derechos constitucionales de los trabajadores revela, sin embargo, que esta inter-
pretación extensiva de la Enmienda es errónea.

La protección a que nos referimos afecta únicamente a «asuntos de interés
público». Aun dándose este requisito, no tendría ésta aplicación, en el caso de
que se considerara que, de llevarse a efecto, podría ocasionar cualquier pertur-
bación en el ámbito laboral. De todo esto se desprende que la mayor parte de
las manifestaciones de los trabajadores no son objeto de la protección contem-
plada en la Primera Enmienda.
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El artículo pone en tela de juicio el enfoque jurisprudencial por considerar
que la exigencia de que el asunto deba ofrecer interés público es vaga y restric-
tiva. Critica, además, el respeto desmesurado que manifiesta el Tribunal ante la
argumentación de que la libertad de expresión puede alterar el orden laboral.

La libertad de expresión merece, a juicio del autor, mayor protección que la
que le ha venido otorgando hasta la fecha el Tribunal Supremo. Basándose en
una serie de supuestos teóricos y prácticos, defiende un nuevo enfoque del tema
con el fin de proporcionar a los empleados la protección necesaria y de corre-
gir, además, el desequilibrio doctrinal existente sobre la materia.

La alternativa propuesta pretende hacer extensivo el contenido de la Primera
Enmienda a cualquier manifestación de los trabajadores, con independencia del
tema tratado y haciendo caso omiso, por tanto, de la necesidad de que se trate
de «un asunto de interés público». Defiende también la oportunidad de una ma-
yor responsabilidad por parte de la Administración a la hora de establecer lími-
tes a la libertad de expresión, puntualizando que, en una gran mayoría de casos,
«competencia» no es sinónimo de «silencio». Para terminar, el autor ofrece di-
versas hipótesis ilustrativas de la aplicación del nuevo enfoque propuesto.—
G. A. B.

REVISTA DE DERECHO POLÍTICO, núm. 24, 1987.

Luis AGUIAR DE LUQUE: El Tribunal Constitucional y la función legislativa: el
control del procedimiento legislativo y de la inconstitucionalidad por omi-
sión, pp. 9-30.

Este artículo ha de encuadrarse dentro de la doctrina que entiende que las
competencias del Tribunal Constitucional no deben extralimitarse, porque se incu-
rriría en lo que se ha denominado gobierno de los jueces, que va en detrimento
del Parlamento, órgano que por haber sido elegido democráticamente ostenta
los máximos poderes del Estado.

El profesor AGUIAR se refiere a dos ámbitos del legislador cuyo control cons-
titucional no ha sido expresamente atribuido al Tribunal por el ordenamiento
jurídico y que de hecho ya se han sometido a su jurisdicción. Se trata del proce-
dimiento legislativo de las Cortes y de la inactividad de éstas ante el mandato
constitucional de aprobar una ley.

El control de ambos supuestos ante el Alto Tribunal lo admite el autor con
reservas y siempre que se cumplan determinados requisitos. En el caso del pro-
cedimiento legislativo, han de existir unos límites a la intervención del Tribu-
nal para no vaciar el principio de autonomía e independencia del Parlamento;
estos límites se determinan especificando qué actos y qué vicios son impugna-
bles y quiénes están legitimados para ello.

Cuando la inactividad parlamentaria lleve consigo la lesión de un derecho
fundamental es admisible el recurso de amparo o la cuestión de inconstitucio-
nalidad, y las actuaciones del Tribunal se determinan a través de tres fórmulas:
dando contenido material a las normas básicas, ampliando la aplicación de una

348



REVISTA DE REVISTAS

norma a otros sectores de la población y por la aplicación directa de un dere-
cho fundamental de carácter subjetivo.

PABLO SANTAOLAYA MACHETTI: La delimitación de competencias entre el Estado
y las Comunidades Autónomas en materia electoral, pp. 31-56.

Se trata de un estudio de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General de
1985, en la que se determina el mapa de competencias electorales.

En primer lugar se refiere el autor a la base jurídica de la que emanan éstas,
para lo cual estudia el artículo 81.1 de la Constitución, que establece la reserva
de ley orgánica para regular el régimen electoral general. De la combinación de
este precepto con los artículos 149.1.1, 148.1.1 y 152.1 de la Constitución, junto
con la sentencia del Tribunal Constitucional de 16 de mayo de 1983 sobre el re-
curso previo de inconstitucionalidad contra el proyecto de ley orgánica que mo-
dificó la ley de elecciones locales, se concluye sin dificultad que es competencia
del Estado regular el régimen electoral de las elecciones a Cortes, al Parlamento
Europeo y a las Administraciones locales, e incluso lo primario y nuclear de las
elecciones a los Parlamentos autonómicos, como sufragio universal, etc.

La Ley Orgánica del Régimen Electoral General de 1985 se aprobó en conso-
nancia con los criterios mantenidos por el profesor SANTAOLAYA, en cuyo artícu-
lo 1 se determinan la aplicación y alcance de la misma, y en esta línea está la re-
forma introducida por la Ley Orgánica 1/87, de elecciones al Parlamento Europeo.

Corresponde, en consecuencia, a las Comunidades Autónomas regular los
procedimientos y las particularidades electorales tales como inelegibilidad, in-
compatibilidades, condición de ciudadano de la región, etc.; materias que se
pueden considerar como residuales pero que a juicio del autor no han sido in-
corporadas por las leyes autonómicas, que fundamentalmente han utilizado el
modelo del régimen electoral general.

XABIER PIBERNAT DOMENECH: La sentencia constitucional como fuente del De-
recho, pp. 59-85

La teoría general de las fuentes del Derecho español se ha modificado en los
últimos años con dos importantes innovaciones, quedando por este motivo desfa-
sada la redacción del artículo 1 del Código Civil, aprobada en 1974.

Una de ellas es la aplicación en España, a partir del primero de enero de
1986, del Derecho comunitario en vigor hasta esta fecha, así como las disposicio-
nes aprobadas con posterioridad a la misma.

La otra es la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que con su capaci-
dad para anular las leyes inconstitucionales ocupa un lugar privilegiado en la
jerarquía de las fuentes internas.

La lectura de este trabajo permite clarificar esta novedad, fundada en el ar-
tículo 164.1 de la Constitución, en el que se establece la fuerza vinculante frente
a todos de las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de una norma y
las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho.

Dedica el autor especial atención al significado de la sujeción de todos los
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ciudadanos y poderes públicos a las sentencias, sobre todo en lo que se refiere
a los jueces y tribunales y al legislador.

En lo que atañe a este último, se plantea el peligro de que el Tribunal
Constitucional adquiera el carácter de órgano colegislador a través de sus sen-
tencias, que podría conllevar la pérdida de supremacía de las Cortes; riesgo que
se supera con la adecuación de las actuaciones del Tribunal a los límites estable-
cidos por la Constitución y por su Ley Orgánica.

En cuanto a la jerarquía que ocupan las sentencias como fuente del Derecho,
el profesor PIBERNAT las atribuye el mismo rango que la ley a la que anulan.

ALBERTO OLIET PALA: El principio político formal de identidad en el ordena-
miento constitucional español (segunda parte), pp. 87-123.

En la primera parte de este trabajo, publicada en el número 23 de la revista,
se hizo un análisis en torno a los aspectos ideológicos de los principios de iden-
tidad y representación, en el que el autor se define en favor del primero, por el
que el pueblo toma por sí mismo decisiones que de ordinario corresponden, en
una democracia representativa, a los parlamentarios.

En esta segunda parte el lector encontrará las incidencias del mencionado
principio en nuestra Constitución: derecho de petición, iniciativa legislativa po-
pular, las distintas modalidades de referéndum, la institución del Jurado y el
Consejo Abierto; instituciones que permiten el ejercicio de la democracia semi-
directa, pero que a juicio del profesor OLIET han sido reguladas de un modo
tan restrictivo que se ha potenciado al máximo la democracia representativa, tal
•como queda plasmado en el artículo 6 de la Constitución, en el que se atribuye
a los partidos políticos el ser «instrumento fundamental para la participación
política».

Entre las causas que motivaron tal dirección, afirma el autor, destaca el con-
senso entre el PSOE, UCD y PCE para otorgar la soberanía al Parlamento, en
detrimento de la tendencia de AP, que defendía el principio de identidad pero
porque apenas tenía representantes en las Cortes y deseaba apoyarse en «la sen-
satez del cuerpo electoral frente al aventurerismo de los representantes de la
izquierda» (sic).—J. S. G.
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